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      MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 
 POLICÍA NACIONAL 
 SECRETARIA GENERAL 
 UNIDAD DE DEFENSA JUDICIAL VALLE DEL CAUCA  
 
 
Santiago de Cali, 26 de agosto de 2021 
 
 
Doctor 
JUAN MIGUEL MARTINEZ LONDOÑO 
Juez Segundo Administrativa del Circuito de Buga 
E.                                S.                                D.  
 
Expediente:                  76111-33-33-002-2019-00209-00 
Actor:                         OLGA MARÍA VÁSQUEZ VIUDA DE SUAREZ    
Medio de Control:      PROCESO EJECUTIVO 
Demandada:                NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL 
                                       
 
 
LUIS ALBERTO JAIMES GÓMEZ, mayor de edad, domiciliado en esta ciudad, identificado como
aparece al pie de mi correspondiente firma, Abogado en ejercicio, portador de la T.P. N° 263.178 del
C.S.J, en mi calidad de apoderado especial de la Nación – Ministerio de Defensa – Policía
Nacional conforme al poder conferido por el señor Coronel JORGE ANTONIO URQUIJO
SANDOVAL, en su condición de Comandante del Departamento de Policía Valle, residente y
domiciliado en esta municipalidad, como entidad pasiva en la querella de la referencia, manifiesto que
estando dentro del término legal y a fin de enervar el derecho sustancial alegado por el actor, de
conformidad a lo preceptuado en el artículo 318 del C.G.P, me permito interponer recurso de reposición
conforme al artículo 430 de la norma ibídem contra el mandamiento de pago y el cumplimiento de la
obligación decretado en el auto interlocutorio No. 252, notificado el 24/08/2021, por falta de los
requisitos formales del título ejecutivo.


NOTIFICACIONES 


 En atención a los artículos 197, 203 y 205 del CPACA., el representante legal de la entidad demandada,
así como el suscrito apoderado, podremos ser notificados personalmente en la Secretaria de su
Despacho, o en la calle 21 No. 1N-65 barrio el Piloto, cuarto piso del Comando de Policía Valle, oficina de
la Unidad de Defensa Judicial, al correo electrónico institucional
deval.notificacion@policia.gov.co correo alterno luis.jaimes0079@correo.policia.gov.co o al teléfono
celular No. 3168213355. 
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Del señor Juez,  


 


 
LUIS ALBERTO JAIMES GÓMEZ 
C. C. No. 1.130.630.079 expedida en Cali (Valle) 
T. P. No. 263.178 del C. S. J.  
 
 
Calle 21 No. 1N-65 Barrio el Piloto – Piso 4 - Cali 
Teléfonos: 3168213355 
deval.notificacion@policia.gov.co  
www.policia.gov.co 
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                 MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 
                 POLICÍA NACIONAL 
                 SECRETARIA GENERAL 
                 UNIDAD DE DEFENSA JUDICIAL VALLE DEL CAUCA  

 
 
Santiago de Cali, 26 de agosto de 2021 
 
 
Doctor 
JUAN MIGUEL MARTINEZ LONDOÑO 
Juez Segundo Administrativa del Circuito de Buga 
E.       S.       D.  
 
Expediente:                  76111-33-33-002-2019-00209-00 
Actor:              OLGA MARÍA VÁSQUEZ VIUDA DE SUAREZ    
Medio de Control:      PROCESO EJECUTIVO 
Demandada:                NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL 
  
 
 
LUIS ALBERTO JAIMES GÓMEZ, mayor de edad, domiciliado en esta ciudad, identificado 
como aparece al pie de mi correspondiente firma, Abogado en ejercicio, portador de la T.P. N° 
263.178 del C.S.J, en mi calidad de apoderado especial de la Nación – Ministerio de Defensa 
– Policía Nacional conforme al poder conferido por el señor Coronel JORGE ANTONIO 
URQUIJO SANDOVAL, en su condición de Comandante del Departamento de Policía Valle, 
residente y domiciliado en esta municipalidad, como entidad pasiva en la querella de la 
referencia, manifiesto que estando dentro del término legal y a fin de enervar el derecho 
sustancial alegado por el actor, de conformidad a lo preceptuado en el artículo 318 del C.G.P, me 
permito interponer recurso de reposición conforme al artículo 430 de la norma ibídem contra el 
mandamiento de pago y el cumplimiento de la obligación decretado en el auto interlocutorio No. 
252, notificado el 24/08/2021, por falta de los requisitos formales del título ejecutivo, en los 
siguientes términos. 
 

I. RAZONES DEL RECURSO 
 
Hechas las anteriores precisiones, respetuosamente me permito oponerme al mandamiento de 
pago y al cumplimiento de la obligación en atención a que se consideró que el título ejecutivo 
dentro del presente proceso se fundamenta en la sentencia No. 034 del 01/03/2016, proferida 
por ese Juzgado, mediante la cual se accedió parcialmente a las pretensiones de la demanda, y 
el auto No. 270 del 16/05/2016,  a través del cual esa Judicatura, aprobó el acuerdo conciliatorio 
logrado entre las partes sobre la sentencia antes aludida. Decisión judicial que no reúne los 
requisitos vinculados a la obligación que se pretende hacer efectiva o reclamar, pues esta 
providencia no cumple con los presupuestos de ser clara, expresa y exigible, y por ende, no puede 
ser considerada como un título ejecutivo y frente a la inexistencia del mismo se presenta una 
inepta demanda.  
 
Aplicados los conceptos y requisitos del título ejecutivo al presente caso, se tiene entonces que 
el auto base de la actual ejecución, no establece de manera específica, cual es la cantidad liquida 
de dinero que se le debe cancelar a la señora OLGA MARIA VAZQUEZ VIUDA DE SUAREZ, por 
cuando la orden judicial única y exclusivamente se limita a aprobar la conciliación realizada 
entre el citado ciudadano y la Policía Nacional donde se acordó el pago de los perjuicios morales 
causados por la Policía Nacional a los demandantes, sin especificar la cuantía exacta e intereses 
a la fecha, razón por la cual se configura la excepción de inexistencia del título ejecutivo con   
base en la decisión judicial analizada, máxime cuando el artículo 424 del Código General del 
Proceso, indica que la ejecución por sumas de dinero, debe contener cuanto se debe cancelar por 
concepto de capital y de interés, al expresar;  
 

“ARTÍCULO 424. EJECUCIÓN POR SUMAS DE DINERO. Si la obligación es de pagar una 
cantidad líquida de dinero e intereses, la demanda podrá versar sobre aquella y estos, desde 
que se hicieron exigibles hasta que el pago se efectúe. 



   

 

  

Entiéndase por cantidad líquida la expresada en una cifra numérica precisa o que sea 

liquidable por operación aritmética, sin estar sujeta a deducciones indeterminadas. Cuando 

se pidan intereses, y la tasa legal o convencional sea variable, no será necesario indicar el 

porcentaje de la misma”.  

Por lo anterior, al no estar taxativamente señalada una suma de dinero precisa o que se pueda 

liquidar con base a una operación matemática en la providencia surtida por esa Judicatura, la 

misma no reúne los atributos y presupuesto jurídicos para ser considerada como el título ejecutivo 

en el presente proceso, pues no cumple con los requisitos establecidos en el artículo 422 del Código 

General del Proceso, que establece; 

 

“Artículo 422. Título ejecutivo. Pueden demandarse ejecutivamente las obligaciones 

expresas, claras y exigibles que consten en documentos que provengan del deudor 

o de su causante, y constituyan plena prueba contra él, o las que emanen de una sentencia 

de condena proferida por juez o tribunal de cualquier jurisdicción, o de otra 

providencia judicial, o de las providencias que en procesos de policía aprueben liquidación de 

costas o señalen honorarios de auxiliares de la justicia, y los demás documentos que señale la 

ley…” 

 

La procedencia del presente recurso también se sustenta con el argumento de radicación y respeto 
del derecho de turno asignado a la ejecutante en contra de la Nación – Ministerio de Defensa 
Nacional – Policía Nacional, atendiendo a que según a la solicitud de cumplimiento de la 
providencia judicial a favor de la señora OLGA MARIA VAZQUEZ VIUDA DE SUAREZ, le fue 
asignado el turno de pago No 223-S-2017, lo que indica que a la fecha ya cuenta con un turno para 
su cancelación, de conformidad con lo establecido en el artículo 36 del Decreto 359 de febrero 22 
de 1995, por el cual se reglamenta la Ley 179 de 1994, y dispone lo concerniente a la asignación de 
turnos frente a las solicitudes de pago.  
 
Así las cosas, no resulta viable ejecutar a la institución para el cumplimiento y pago de dicha 
acreencia, toda vez que sin bien es cierto el demandante cumplió lo establecido para la asignación 
de turnos de pago de obligaciones derivadas de sentencias y/o conciliaciones judiciales, lo es 
también, que DEBE SOMETERSE AL IGUAL QUE OTROS DEMANDANTES, al 
procedimiento de turno respectivo, conforme lo establece el  Decreto 0768 de 1993, modificado por 
el Decreto 818 de 1994, en concordancia con el artículo 36 del Decreto 359 de 1995, que preceptúa 
los siguiente, así:  
 

DECRETO No 0768 DE 1993 
 

“Por el cual se reglamentan los artículos 2°, literal f), del Decreto 2112 de 1992, los artículos 
176 y 177 del Código Contencioso Administrativo, y el artículo 16 de la Ley 38 de 1989”. 
 
EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA, en ejercicio de sus facultades legales y 
constitucionales y en especial de la establecida en los ordinales 11 y 20 del artículo 189 de la 
Constitución Política, y CONSIDERANDO: 
 
Que corresponde al Ministerio de Hacienda y Crédito Público, atender el pago de las 
obligaciones a cargo de la Nación, de conformidad con las normas pertinentes contenidas en 
el Decreto 2112 de 1992; 
 
Que el Código Contencioso Administrativo, en sus artículos 176 y 177 regula lo atinente a las 
obligaciones por parte de las autoridades a quienes corresponda la ejecución de una sentencia 
y las atribuciones del agente del Ministerio Público en lo que se refiere a condenas dinerarias 
en contra de la Nación; 
Que la Ley 38 de 1989, en su artículo 16, dispone que la forma de pago de las sentencias a cargo 
de la Nación se efectuará de conformidad con el procedimiento establecido en el Código 
Contencioso Administrativo y demás disposiciones legales concordantes; 
Que es urgente e inaplazable disponer de los mecanismos necesarios para lograr el cabal y 
oportuno cumplimiento de sentencias a cargo de la Nación, 
 

DECRETA: 
 
Artículo 3° SOLICITUD DE PAGO. Quien fuere beneficiario de una obligación dineraria 
establecida en una sentencia condenatoria a cargo de la Nación, o su apoderado especialmente 



   

 

  

constituido para el efecto, elevará la respectiva solicitud de pago ante la Subsecretaría 
Jurídica del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, mediante escrito presentado 
personalmente ante dicha Subsecretaría o con escrito dirigido a la misma, donde conste la 
presentación personal ante juez o notario, en la cual deberá afirmar bajo la gravedad del 
juramento que no se ha presentado ninguna otra solicitud de pago por el mismo concepto. 
Para tales efectos allegará a su solicitud:  
 
 a) Modificado por el art. 2, Decreto Nacional 818 de 1994 Copia auténtica de la respectiva 
sentencia con la constancia de notificación y fecha de ejecutoria. (Artículo 2°. El literal a) del 
artículo 3° del Decreto 768 de 1993, quedará así: "Primera copia auténtica de la respectiva 
sentencia con la constancia de notificación y fecha de ejecutoria").   
 
b) De ser el caso, los poderes que se hubieren otorgado, los cuales deberán reunir los requisitos 
de ley y estar expresamente dirigidos al Ministerio de Hacienda y Crédito Público o a la 
Subsecretaría Jurídica del mismo, la cual cumplidos estos requisitos procederá a efectuar el 
reconocimiento de la correspondiente personería jurídica.  
 
c) Los datos de identificación, teléfono y dirección de los beneficiarios y sus apoderados.   
 
d) De ser el caso, la certificación del Banco de la República, sobre el valor del gramo de oro.   
 
e) Para los casos de reintegro, deberá anexarse una declaración extrajuicio y personal, en la 
que se manifieste si se recibieron o no salarios o emolumentos de origen oficial durante el 
tiempo en que estuvo retirado de su trabajo, e indicarse que no se intentó el cobro ejecutivo 
después de (18) meses, si fuere el caso.  Ver Directiva 012 Sec. General 012 de 2007.  
 
f) Los demás documentos que por razón del contenido de la condena, sean necesarios para 
liquidar su valor. 
 

 

1 Decreto 818 de 1994, “por el cual de modifica y adiciona el Decreto 768 del 23 de 

abril de 1993”.  

 
“El Presidente de la República de Colombia, En uso de las facultades constitucionales y 
legales, y en especial de la establecida en los ordinales 11 y 20 del artículo 189 de la 
Constitución Política,  
 

DECRETA: 

 
Art. 1. El incumplimiento de lo preceptuado en el artículo 1 del Decreto 768 de 1993 será 
causal de mala conducta y dará lugar a las sanciones disciplinarias y penales a que hubiere 
lugar, sin perjuicio de la responsabilidad patrimonial del servidor público por cuya 
actuación u omisión se deriven perjuicios económicos para el Estado, en especial intereses. 
También incurrirá en mala conducta y   responsabilidad fiscal los funcionarios públicos 
encargados de la representación externa de los diferentes organismos, así como los 
apoderados de los mismos, que no defiendan adecuadamente los intereses de la Nación en 
los procesos judiciales, conciliaciones y laudos en que ésta sea parte, sin perjuicio de la 
responsabilidad penal. 
 
Art. 2.- El literal a) del artículo tercero del Decreto 768 de 1993 quedará así: "Primera 
copia auténtica de la respectiva sentencia con la constancia de notificación y fecha de 
ejecutoria". 
 
Art. 5.- Adiciónese el numeral 1 del artículo 1 del Decreto 768 del 23 de abril de 1993, en el 
sentido de incluir como requisito, además de los señalados en el mencionado numeral, la 
presentación de copia auténtica de los poderes que los beneficiarios de la condena 
otorgaron ante la jurisdicción o en su defecto certificación sobre la identificación de los 
mismos expedida por la autoridad jurisdiccional respectiva”. 
 
 

1 Decreto 359 de 1995, “por el cual se  reglamenta    la   Ley    179    de  1994” 

 
“El Presidente de la Republica de Colombia, en ejercicio de las facultades que le confieren 

los artículos 189 numeral 11 de la Constitución Política y el 56 de la ley 179 de 1994, 

 

DECRETA: 

http://www.mafp2.gov.co/Presupuesto/Documentos/RegimenPresupuestal/decreto768de1993.htm#D768de1993
http://www.mafp2.gov.co/Presupuesto/Documentos/RegimenPresupuestal/decreto768de1993.htm#Art1D768de1993
http://www.mafp2.gov.co/Presupuesto/Documentos/RegimenPresupuestal/decreto768de1993.htm#D768de1993
http://www.mafp2.gov.co/Presupuesto/Documentos/RegimenPresupuestal/decreto768de1993.htm#Art1D768de1993


   

 

  

 

Artículo 1º. Las disposiciones contenidas en el presente decreto sobre el Programa Anual 
Mensualizado de Caja, las cuentas autorizadas y registradas y los pagos del Tesoro 
Nacional se aplicarán, con carácter transitorio mientras se desarrolla el sistema de Cuenta 
Única Nacional. 
 

 

DEL PROGRAMA ANUAL MENSUALIZADO DE CAJA, PAC 

DE LOS CREDITOS JUDICIALES 

 

Artículo 35. Los créditos judicialmente reconocidos, las conciliaciones y los laudos 

arbitrales, radicados en el Ministerio de Hacienda y Crédito Público al 28 de febrero de 

1995, cuya documentación reúna los requisitos establecidos en el Decreto 768 de 1993, 818 

de 1994 y 1328 de 1994 o los demás que los modifiquen o adicionen, continuarán siendo 

pagados por éste, durante la presente vigencia fiscal. 

 

La documentación que no reúna los requisitos establecidos en el inciso anterior, se remitirá 

al órgano que represente la sección presupuestal condenada. Cuando fueren varios los 

órganos condenados, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público remitirá la 

documentación respectiva al primero que aparezca como responsable en la decisión 

definitiva, quien deberá efectuar los trámites para el pago, quedando obligado a   reportar    

dicho trámite a los demás órganos condenados. Una vez realizado el pago podrá cobrar a 

los demás la prorrata correspondiente, en el evento de que estos últimos cuenten con 

personería jurídica propia. 

 

Artículo 36. La Subsecretaría Jurídica del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, 

encargada del reparto y remisión de los expedientes, tendrá hasta el 15 de marzo de 1995 

para realizar el inventario de éstos. 

 

Una vez realizado el inventario, iniciará el proceso de remisión, el cual deberán concluir a 

más tardar el 30 de abril de 1995. Este inventario tendrá una identificación numérica de 

cada expediente, que determinará el orden de sustanciación de los mismos y un informe del 

estado actual del expediente. 

 

El representante legal de cada órgano o quien tenga entre sus funciones el manejo y 

representación de la parte administrativa, estará obligado a recibir el inventario con todos 

sus anexos; la única causa para no recibir al momento de su remisión será que lo 

inventariado no corresponda con los documentos enviados. 

 

Los expedientes que reciban directamente los órganos se les asignarán un número continuo 

y consecutivo. Se asignará el número, para efectos de su sustanciación, en la medida en que 

sean recibidos y, para el pago, en la medida en que se complete la documentación requerida 

de acuerdo con los decretos 768 de 1993, 818 de 1994 y 1328 de 1994 o los demás que los 

modifiquen o adicionen. 

 

Una vez remitido el inventario numerado por parte del Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público a los diferentes órganos, éstos le darán prelación, en la sustanciación y pago, con 
respecto a los que reciba directamente.  
 
Artículo 37. Modificado por el Decreto Nacional 4689 de 2005. A partir del 1º de marzo 
de 1995 los créditos judicialmente reconocidos, las conciliaciones y los laudos arbitrales 
deberán ser remitidos por la autoridad judicial o la administrativa que los reciba, al 
órgano condenado. Cuando fueren varios los órganos condenados se atenderá la voluntad 
del beneficiario, expresada en su solicitud de pago, certificando por declaración 
juramentada, que no ha solicitado la tramitación o el pago en otro de los órganos 
condenados. Cuando la condena incluya otros órganos con personería jurídica 
independiente, quien pagó podrá cobrar a prorrata a aquellos. 
 
Artículo 38. Los diferentes órganos podrán pagar sus condenas a partir del 1º de marzo 
de 1995 en la medida en que cuenten con apropiación presupuestal para ello, y reúnan los 
requisitos para el pago. 
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Artículo 39. La Subsecretaría Jurídica del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, a 
solicitud del órgano público correspondiente, podrá hasta el 31 de diciembre de 1995, 
prestar la asesoría necesaria para el trámite correspondiente al pago de los créditos 
judicialmente reconocidos, conciliaciones y laudos arbitrales”. 

 
 

1 Decreto 2126 de 1997, "Por el cual se reglamenta el artículo 29 de la Ley 344 
de 1996". 

 
“El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de las facultades constitucionales 
y legales y en especial de las que le confieren los numerales 11 y 20 del artículo 189 de la 
Constitución Política, 

 
DECRETA: 

 
ARTÍCULO. 5º- Reconocimiento de sentencias y conciliaciones judiciales mediante bonos. 
Cuando el Ministerio de Hacienda y Crédito Público opte por reconocer como deuda pública 
las sentencias y conciliaciones judiciales en contra de la Nación y de los establecimientos 
públicos del orden nacional, las podrá, pagar mediante la emisión de bonos en condiciones 
de mercado siempre y cuando cuente con la aceptación del beneficiario. 
 
Sujeta a la posterior ratificación por parte de la dirección general de crédito público y antes 
de la expedición de la resolución que haga el reconocimiento de deuda pública y ordene la 
emisión de los bonos, la entidad responsable del cumplimiento de la sentencia o conciliación 
judicial formulará una oferta al beneficiario del pago para que manifieste si acepta o no el 
pago mediante bonos por el valor total o parcial de la suma a cancelar. 
 
El beneficiario que desee recibir el pago mediante bonos deberá aceptar la oferta por 
escrito dentro de los diez (10) días hábiles siguientes al envío del requerimiento, expresando 
en forma clara y precisa el monto, máximo que acepta recibir mediante bonos. Vencido el 
término para contestar el requerimiento sin que el beneficiario, haya manifestado su 
voluntad de recibir bonos se entenderá que no ha aceptado. 
 
PARÁGRAFO. 1 Modificado por el Decreto Nacional 3732 de 2005. Para el 
reconocimiento de las sentencias y conciliaciones judiciales como deuda pública y su pago 
mediante la emisión de los bonos se deberán   tener   en cuenta los efectos de la emisión en 
mercado de títulos de deuda pública de la Nación. Las condiciones financieras de los bonos 
serán las determinadas en la última subasta de títulos de tesorería, TES clase B previa al 
requerimiento. 
 
Los bonos que el Ministerio de Hacienda y Crédito Público emita en desarrollo de lo previsto 
en este artículo, podrán ser administrados directamente por la Nación o ésta podrá 
celebrar con el Banco de la República o con otras entidades nacionales o extranjeras 
contratos de administración fiduciaria y todos aquellos necesarios para la agencia, 
administración y/o servicio de los respectivos títulos, en los cuales se podrá prever que la 
administración de los mismos y de los cupones que representan sus rendimientos se realice 
a través de depósitos centralizados de valores. 
 
PARÁGRAFO. 2º- Cuando en desarrollo de lo previsto en este artículo, el Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público opte por reconocer como deuda pública de la Nación las 
sentencias y conciliaciones judiciales de los establecimientos públicos del orden nacional, 
éstos celebrarán acuerdos del pago en los cuales se establecerán los términos y condiciones 
para reintegrar a la Nación las sumas reconocidas a través de los bonos previstos en este 
decreto. 

 
 

1. Decreto 4689 de 2005, “Por el cual se modifica el artículo 37 del Decreto 359 de 

1995, “por el cual se reglamenta la Ley 179 de 1994”. 

 
“El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus facultades constitucionales 
y legales, en especial las que le confiere el numeral 11 del artículo 189 de la Constitución 
Política y el artículo 56 de la Ley 179 de 1994, 

 
 

DECRETA: 
 

http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=345#29
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=17975#0


   

 

  

Artículo 1°. Modificase el artículo 37 del Decreto 359 del 22 de febrero de 1995, el cual 
quedará así: 
 
Artículo 37. A partir del 1° de marzo de 1995 los créditos judicialmente reconocidos, las 
conciliaciones y los laudos arbitrales deberán ser remitidos por la autoridad judicial o la 
administrativa que los reciba, al órgano condenado u obligado. 
 
Cuando dos o más entidades públicas resulten obligadas a pagar sumas de dinero y no se 
especifique en la respectiva providencia la forma y el porcentaje con que cada entidad 
deberá asumir el pago, la obligación dineraria será atendida conforme a las siguientes 
reglas: 
 
1. En conflictos de naturaleza laboral, el pago deberá atenderse en su totalidad con cargo 
al presupuesto de la entidad en la que preste o prestó el servicio en forma personal y 
remunerada el servidor público beneficiario de la sentencia, laudo o conciliación derivada 
de la relación laboral. 
 
2. En conflictos de naturaleza contractual, deberá afectarse el presupuesto de la entidad 
que liquidó el contrato o, en su defecto, de la que lo suscribió. Cuando la causa de la condena 
proviniere del ejercicio de las potestades excepcionales al derecho común consagradas en 
la Ley 80 de 1993 o en normas    posteriores   que   la modifiquen, adicionen o complementen, 
deberá afectarse el presupuesto de la entidad que expidió el respectivo acto administrativo. 
A falta de cualquiera de las anteriores hipótesis, el cumplimiento del pago de la condena 
deberá estar a cargo de la entidad que se benefició con la prestación contractual. 
 
3. En conflictos de naturaleza extracontractual, deberá afectarse, en su orden, el 
presupuesto de la entidad responsable de la custodia y guarda del bien que produjo el hecho 
dañoso; o el de la entidad a la que prestaba sus servicios el servidor público que causó el 
perjuicio o incurrió en vía de hecho; o el de la entidad que omitió el deber legal que generó 
la condena; o el de la entidad que produjo la operación administrativa u ocupó inmuebles 
en los términos del artículo 86 del Código Contencioso Administrativo. 
 
Parágrafo 1°. Cuando una entidad pública sea condenada al pago de una indemnización, 
bonificación, salario o cualquier otra prestación laboral en beneficio de un servidor público 
que no ha estado vinculado a su planta de personal, deberá afectarse el presupuesto de la 
entidad a la que presta o prestó los servicios personales relacionados con la causa de la 
condena, aun si la indemnización consiste en el pago de prestaciones periódicas. 
 
Parágrafo 2°. En los procesos de ejecución de sentencias en contra de entidades públicas 
de cualquier orden, los mandamientos de pago, medidas cautelares y providencias que 
ordenen seguir adelante la ejecución, deberán ceñirse a las reglas señaladas en el presente 
decreto. 
 
Parágrafo 3°. En los créditos judicialmente reconocidos, cuyos beneficiarios para su 
cumplimiento, no hayan presentado la documentación establecida en los Decretos 768 de 
1993, 818 de 1994 y demás normas que los modifiquen, adicionen o complementen, o que a 
la fecha de entrada en vigencia de este decreto no hubiesen sido atendidos por la entidad 
condenada, se aplicarán las reglas establecidas en los artículo anteriores. 
 
Artículo 2°. El presente decreto rige a partir de su publicación. 

 
 
En este orden de ideas, es diáfano que la entidad que represento se encuentra dispuesta a dar 
complimiento estricto a lo ordenado por las autoridades judiciales, sin embargo, como quiera que 
esa corporación profirió sentencia condenatoria en contra de esta institución, y al parecer la 
ejecutante presentó la respectiva cuenta de cobro para obtener el pago de la misma, no es de recibo 
que de conformidad con los presupuestos legales citados en líneas anteriores, pretenda pretermitir 
dicho procedimiento, acudiendo al proceso ejecutivo. 
 

Así las cosas, no es posible entrar a cumplir de manera inmediata con el pago de la obligación, pues 
la parte actora debe respetar el turno de pago que le fue asignado, el cual se hará efectivo siempre 
y cuando el Ministerio de Hacienda y Crédito Público asigne presupuesto suficiente para cancelar 
todas las sentencias y conciliaciones judiciales que fueron radicadas antes del turno de pago ya 
referido, conforme lo establece los requisitos exigidos por la ley. Frente a esto la H. Corte 
Constitucional, manifestó en sentencia C - 604/2012, la obligación de atender los trámites y 
procedimientos internos de las entidades estatales frente al pago de decisiones judiciales, por parte 
de los particulares, al expresar que;  



   

 

  

  
“El respeto de los principios del presupuesto exige que no se pueda obligar a una entidad a 
cumplir inmediatamente con una sentencia o acuerdo conciliatorio, sin atender a los trámites 
y procedimientos internos para efectuar el pago, pues se correría el riesgo de que al hacerlo 
se tengan que desconocer las normas del presupuesto y de las actuaciones administrativas, 
reglas a las cuales no está sometido un particular a quien por tanto sí le es exigible que cumpla 
inmediatamente con un fallo o acuerdo” 

 
II. PETICIÓN 

 
Por los motivos de defensa arriba enunciados y con los fundamentos jurídicos expuestos, de 
manera respetuosa solicito al honorable Juez, en primera medida me sea reconocida personería 
jurídica para actuar en el presente proceso de acuerdo al poder anexo en el presente memorial. 
Seguidamente, reponga la providencia, frente a librar el mandamiento de pago y el 
cumplimiento de la obligación, reconociendo y declarando en Auto que reponga la decisión, que 
la orden judicial no cumple con los requisitos formales del título ejecutivo para establecer que la 
obligación es clara, precisa y exigible; y lo demás que considere necesario dentro de sus 
facultades. 
 

III. PRUEBAS 
 
Solicito respetuosamente al Despacho, se les dé el valor probatorio a las pruebas aportadas al 
plenario en el memorial de fecha 26/08/2021, mediante el cual se impetró recurso de reposición 
contra la providencia que resolvió librar mandamiento de pago a favor del demandante, y así 
mismo, a los documentos referenciados a continuación, así: 
 
Oficio No. S-2021/115453/SEGEN – UNDEJ 1.10 del 26/08/2021, por medio del cual se solicitó 
al Jefe Grupo Ejecución y Decisiones Judiciales de la Policía Nacional, información con respecto 
a la radicación de la respectiva cuenta de cobro, turno de pago y liquidación a favor de la parte 
actora. 
 

IV. ANEXO 
 

Poder para actuar con sus respectivos anexos  
 

V. NOTIFICACIONES 
 
 

En atención a los artículos 197, 203 y 205 del CPACA., el representante legal de la entidad 
demandada, así como el suscrito apoderado, podremos ser notificados personalmente en la 
Secretaria de su Despacho, o en la calle 21 No. 1N-65 barrio el Piloto, cuarto piso del Comando 
de Policía Valle, oficina de la Unidad de Defensa Judicial, al correo electrónico institucional  
deval.notificacion@policia.gov.co correo alterno luis.jaimes0079@correo.policia.gov.co o al 
teléfono celular No. 3168213355. 
 
 
 
Del señor Juez,  
 
 
 
 
 
LUIS ALBERTO JAIMES GÓMEZ 

C. C. No. 1.130.630.079 expedida en Cali (Valle) 

T. P. No. 263.178 del C. S. J.  

 

 
Calle 21 No. 1N-65 Barrio el Piloto – Piso 4 - Cali 
Teléfonos: 3168213355 

deval.notificacion@policia.gov.co  
www.policia.gov.co 

mailto:deval.notificacion@policia.gov.co
mailto:luis.jaimes0079@correo.policia.gov.co
mailto:deval.notificacion@policia.gov.co
http://www.policia.gov.co/
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MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 
POLICÍA NACIONAL  

SECRETARIA GENERAL  

UNIDAD DE DEFENSA JUDICIAL VALLE DEL CAUCA  
 

No. GS-2021 -               /SEGEN – UNDEJ – 1.10 

 

Santiago de Cali, 26 de agosto de 2021 

 

Capitán  

     JHON ALEXANDER ARCE BETANCOURT 

Jefe Grupo de Ejecución de Decisiones Judiciales 

Carrera 59 No. 26-21  Can Piso 3 

Bogotá D.C.  
 

REFERENCIA:   SOLICITUD PRUEBA DOCUMENTAL 

MEDIO DE CONTROL:  PROCESO EJECUTIVO 

AUTORIDAD: JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO DE BUGA   

RADICADO:                      761113333002201900201900 

DEMANDANTE: OLGA MARÍA VÁSQUEZ VIUDA DE SUAREZ   

DEMANDADO:              nación MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL POLICÍA NACIONAL 
 

En atención a la demanda instaurada contra la NACION-MINISTERIO DE DEFENSA-POLICIA NACIONAL 
y con el objeto de ejercer una eficaz y eficiente Defensa Judicial de la Institución, de manera atenta y 
respetuosa me permito solicitar a mi Capitán, su valiosa colaboración de carácter PERENTORIO en el 
sentido de ordenar a quien corresponda, suministrar la información referida más adelante, con relación a 
la orden judicial contenida en la el Auto Interlocutorio No. 252 del 22 de abril de 2021, por medio el Juzgado 
segundo Administrativo de Buga, libro mandamiento de pago por los perjuicios causados por la Policía 
Nacional, a fin de obtener el pago las sumas derivadas de la sentencia No. 034 del 01 de marzo de 2016 
y el auto No. 252 del 22 de abril de 2021, proferidos por el Juzgado segundo Administrativo de Buga, así: 
 

1. Informar si ya se radico cuenta de cobro 
2. Manifestar si ya se le asignó un turno de pago  
3. comunicar si ya se efectuó la respectiva liquidación de la sentencia (suministrar liquidación).  
4. Manifestar si ya se efectuó el pago total de la sentencia, suministrar resolución de pago y 

certificado de pago, en el caso de que no se haya efectuado, informar para cuando está previsto 
el mismo. 

 
Agradezco a mi Capitán, su grata y oportuna colaboración. 
 
 
Atentamente, 
   
 

Subintendente LUIS ALBERTO JAIMES GÓMEZ   

Abogado Unidad de Defensa Judicial Valle del Cauca  

   
 

Anexo: Auto Interlocutorio en 4 folios  
 
Elaborado por:       SI. Luis Alberto Jaimes Gómez   
Revisado por:          SI. Luis Alberto Jaimes Gómez   
Fecha de elaboración:  28/08/2021 
Ubicación:   Datos (D):\\Oficios UNDEJ\\Oficios 2021 
 

Calle 21 No. 1N-65, 4 piso valle  
Teléfonos  3168213355  
luis.jaimes0079@correo.policia.gov.co 
www.policia.gov.co 
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JUAN MIGUEL MARTINEZ LONDOÑO

EJECUTIVO
OLGA MARIA VASQUEZ VIUDA DE SUAREZ

7611-33-33-002-2019-00209-00




























